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EN LO PRINCIPAL: Reposición.  EN EL PRIMER OTROSÍ:  En subsidio, apela. 

EN EL SEGUNDO OTROSÍ: Acompaña documentos. EN EL TERCER OTROSÍ: 

Acompaña jurisprudencia judicial y administrativa. 

 

ILTMO. TRIBUNAL ELECTORAL REGIONAL METROPOLITANO (2°) 

 

 SYLVIA PIÑEIRO RUÍZ DE GAMBOA, por los requirentes, en 

requerimiento para remoción de alcalde, Rol 333-2017, caratulados Claudio 

Arredondo Medina y Otros, a US. I. digo:  

Encontrándome dentro del término legal, interpongo recurso de reposición, 

en contra de la sentencia definitiva dictada por este Iltmo. Tribunal Electoral 

Regional Metropolitano, de 24 de septiembre de 2018, notificada personalmente a 

esta parte con fecha 1 de octubre del año en curso, en la que “se rechaza el 

requerimiento de remoción deducido en contra del alcalde de la Municipalidad de La 

Florida, don Rodolfo Rafael Cárter Fernández, sin costas”, solicitando que sea 

acogido el presente recurso y que, se deje sin efecto la resolución recurrida y, en su 

lugar, se declare que se acoge el requerimiento de remoción de autos, en virtud de 

los fundamentos de hecho y de derecho que a continuación expongo: 

 

I.- LA RESOLUCIÓN RECURRIDA. 

 La Sentencia fue pronunciada con el voto favorable de los Abogados 

Miembros señor Luis Raúl Merino Soto y señora Guillermina del Pilar Sánchez 

Galleguillos  y con el voto disidente del Presidente Titular Ministro Carlos Gajardo 

Galdames y causa agravio a esta parte, sólo siendo reparable con la modificación de 

dicha resolución conforme a derecho. 

A.- EL VOTO DE MAYORÍA. 

La resolución recurrida es la sentencia definitiva de 24 de septiembre de 2018, 

notificada personalmente a esta parte con fecha 1 de octubre del año en curso que, 

en su parte decisoria, la cual trascribimos junto con los considerandos 16 y 17, es 

del siguiente tenor: 



2 
 

“DECIMO SEXTO: Que en conformidad a lo establecido en los 

fundamentos que preceden, es posible tener por acreditado como 

cargos en contra de la requerida el signado con el N°8 que dice 

relación con la indemnización por años de servicios a todo 

evento, pagada a la Secretaria General de la Corporación 

Municipal de Educación, Salud, Cultura y Recreación de La 

Florida; el signado con el N°11 que se refiere a la contratación 

de un abogado para la defensa particular del Alcalde Sr. 

Rodolfo Cárter en proceso penal seguido en su contra, con 

fondos municipales y el signado con el N°12, que el reclamante 

singularizó como infracción grave al deber de supervigilancia y 

supervisión del funcionamiento del municipio y corporaciones 

municipales. 

Que respecto de las corporaciones municipales es preciso tener 

en consideración que, de acuerdo con los estatutos, sus objetivos son 

administrar y operar los servicios en las áreas de educación, salud y 

atención a menores y deportes, que tome a su cargo la Municipalidad 

de La Florida, la que es administrada por un directorio cuyo Presidente 

es el alcalde titular, quien ejercerá sus funciones por sí mismo o por 

intermedio de la persona que él estime conveniente. 

En lo que se refiere a la Municipalidad misma, cobra vigencia lo 

estipulado por el DL 3.500 y los incisos 5° y 10° del artículo 60 de la 

Ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respecto del 

pago de cotizaciones previsionales y lo indicado en el artículo 52 inciso 

2° de la Ley N°18.575, este último respecto de los cargos signados con 

el número 8 y 11. 

DECIMO SÉPTIMO: Que no obstante lo anterior, el 

requerimiento de remoción del alcalde don Rodolfo Cárter ha sido 

invocado en estos autos, por las causales de notable abandono de 

deberes y de contravención grave a las normas sobre probidad 

administrativa, que pertenecen a la hipótesis de responsabilidad 

constitucional en el desarrollo de un cargo de elección popular, como 

asimismo de contravención de la responsabilidad administrativa 

disciplinaria. 
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Es preciso especialmente, tener presente que el legislador, al 

establecer que los alcaldes pueden ser removidos de su cargo, en el 

que han sido instalados previa expresión de la voluntad popular, 

expresada en una elección directa, ha determinado rodear a las 

conductas atentatorias a los deberes del alcalde y contrarias al principio 

de probidad administrativa, de características muy especiales, v.gr. que 

el incumplimiento de sus deberes alcaldicios, tengan el carácter de 

notable y que la falta de probidad administrativa sea grave, por lo que 

es razonable tener presente, que no cualquier incumplimiento puede 

redundar en la remoción de dicha autoridad comunal. 

Con la misma rigurosidad, al pronunciarse sobre el 

requerimiento de autos, este Tribunal, a pesar de haber acogido tres 

de los doce cargos imputados, como se expresara 

precedentemente, no puede sino tener presente que también 

ha rechazado nueve de los mismos, por las razones expresadas 

al analizar cada uno de ellos, lo que lo inclina a considerar que 

las imputaciones deducidas en el requerimiento, en su 

conjunto no tienen claramente el carácter de notable y grave 

como para aplicar la máxima sanción, esto es, la remoción, 

solicitada como única por los requirentes. 

En esta línea de razonamiento, no podemos pasar por alto que 

la Excma. Corte Suprema ha resuelto en reiteradas oportunidades, que 

el vicio de ultra petita contemplado en el N°4 del artículo 768 del Código 

de Procedimiento Civil procede cuando la sentencia otorga más de lo 

pedido por las partes en sus respectivos escritos que fijan la 

competencia del Tribunal, porque el fallo debe ser congruente con lo 

solicitado. Sobre este respecto, es menester para mayor claridad, dejar 

establecido, que el petitorio del requerimiento fue incompleto, pues sólo 

solicitó la remoción del alcalde, sin hacer -en subsidio- ninguna otra 

petición que hubiese permitido aplicar alguna otra sanción, por los 

cargos que este Tribunal acogió en particular. 

Por lo relacionado y las consideraciones expuestas en 

cada uno de los cargos deducidos, normas legales citadas y 

apreciando la prueba como jurado, de conformidad a lo 

dispuesto en el artículo 25 de la Ley N° 18.593 de los Tribunales 
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Electorales Regionales, se rechaza el requerimiento de 

remoción deducido en contra del alcalde de la Municipalidad de 

La Florida, don Rodolfo Rafael Cárter Fernández, sin costas.” 

(Lo destacado es nuestro) 

La sentencia recurrida tiene por acreditados tres de los cargos efectuados, 

pero considera que no tienen el carácter de notable y grave como para como para 

aplicar la máxima sanción, esto es, la remoción, solicitada como única por los 

requirentes. 

Los demás cargos del requerimiento son rechazados por las razones que 

expondremos en el desarrollo de este escrito. 

B.- EL VOTO DISIDENTE. 

El voto disidente del señor Gajardo fue del parecer de acoger el 

requerimiento deducido y disponer la remoción del alcalde de la Municipalidad de La 

Florida, que es del siguiente tenor: 

“Acordado lo anterior con el voto en contra del ministro señor 

Gajardo, quien estuvo por acoger el requerimiento deducido y 

disponer la remoción del alcalde de la Municipalidad de La Florida, para 

lo cual tuvo en consideración lo siguiente: 

Primero: Que de conformidad con el artículo 60 de la Ley 

Orgánica Constitucional de Municipalidades, se considera que existe 

notable abandono de deberes cuando el alcalde, entre otras 

conductas, incurre en una acción u omisión que le sea imputable y 

cause grave detrimento al patrimonio de la Municipalidad y afecte 

gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las 

necesidades básicas de la comunidad local. 

En el presente caso se tuvo por acreditado como cargos en su 

contra la circunstancia que procedió a la contratación de un estudio 

jurídico para su defensa en una causa criminal sobre hechos 

personales, en los que en modo alguno estaban comprometido los 

intereses del municipio, al que se le pagó la suma equivalente a UF. 

850, a lo que debe agregarse que se trató de un gasto sin la 

autorización del Concejo, como se dejó establecido en el fundamento 

décimo cuarto de esta sentencia. 
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Por otra parte, se acreditó en el fundamento undécimo su 

intervención en las irregularidades cometidas con motivo del contrato 

de trabajo de una funcionaría de la Corporación de Educacional 

Municipal, en virtud del cual se le pagó la suma de $27.172.423, pues 

se estipularon condiciones en evidente perjuicio del municipio. 

Segundo: Que sin perjuicio de lo anterior también se acreditó 

que le cabe responsabilidad en el no pago de las cotizaciones 

previsionales de los funcionarios de la Municipalidad y de los servicios 

traspasados, toda vez que las explicaciones dadas aludiendo sólo a 

circunstancias ajenas a su voluntad no resultan satisfactorias, pues 

tratándose de retenciones hechas periódicamente, debió ordenar los 

pagos respectivos, única manera de poner de manifiesto su voluntad 

de regularizar una situación que genera un impacto social de 

trascendencia, todo lo cual constituye la causal de notable abandono 

de deberes en los términos establecidos en la disposición legal antes 

citada. 

Tercero: Que sin perjuicio de lo dicho, los otros hechos que 

fueron de materia del requerimiento, algunos de los cuales son objeto 

de investigaciones administrativas en curso, por lo que no es posible 

emitir juicio a su respecto, al menos contribuyen también a formar 

convicción en el sentido que la sanción que se solicita por los 

requirentes se encuentra justificada.” 

 

II.- FUNDAMENTOS DEL RECURSO. 

 A.- INFRACCIONES FUNDANTES DEL REQUERIMIENTO. 

En el requerimiento de autos, se efectuaron los siguientes cargos o 

imputación de infracciones: 

1. No pago íntegro y oportuno de las cotizaciones previsionales 

correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios 

traspasados en virtud de lo dispuesto por DFL N° 1/3063 de 1979 del 

Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la 

gestión municipal; 
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2. Deudas de la Corporación Municipal de Educación, Salud, Cultura y 

Recreación de La Florida y de la Municipalidad; 

3. Compras directas evitando licitación pública; 

4. No dar respuesta oportuna a los requerimientos de información de 

los concejales: 

5. Abandono del procedimiento en las causas Rol C-30826-2011, 

incoada ante el 4° Juzgado Civil de Santiago y Rol C-35612-2011 

seguida ante el 24° Juzgado Civil también de Santiago;  

6. Indemnización por años de servicios a todo evento pagada a la 

Secretaría General de la Corporación Municipal de Educación, Salud, 

Cultura y Recreación de La Florida, por años no trabajados en dicha 

institución; 

7. Pago de intereses por cumplimiento de compromisos fuera de plazo, 

tanto de la Municipalidad como de la Corporación Municipal; 

8. Situación de obras civiles observadas por el informe final N° 747 de 

2014 de la contraloría general de la república; 

9. Contratación de abogado para que defienda al señor Carter, en 

proceso penal seguido en su contra, pagado con recursos municipales 

al margen de la ley; 

10. Infracción grave al deber de supervigilancia y supervisión del 

funcionamiento del municipio y corporaciones municipales. 

B.- CARGOS ACOGIDOS POR LA SENTENCIA RECURRIDA. 

La Sentencia da por acreditados los cargos que se consigan con los 

numerales 6, 9 y 10 del literal precedente. 

En efecto, en los considerandos undécimo, décimo cuarto, décimo quinto, 

décimo sexto y décimo séptimo se refieren a dichos cargos 

Para estos efectos, nos referiremos a cada uno de los cargos acogidos. 

B.1.  Indemnización por años de servicio a todo evento pagada a la 

Secretaria General de la Corporación de Educación, por años no trabajados 

en dicha Institución. Lo pagado por este concepto fue la suma de 

$27.172.423.- 
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La sentencia da por acreditado el hecho, apreciando la prueba como jurado, 

y lo califica como falta de probidad. 

El Tribunal a quo se remite, como elementos probatorios, al contrato de 

trabajo, al finiquito, al decreto de pago del finiquito y al informe evacuado por el 

Director de Control de la Municipalidad. 

La conducta del Alcalde requerido es grave y constituye contravención de 

igual carácter a las normas sobre probidad administrativa, según veremos. 

El 6 de diciembre de 2012 fue contratada como secretaria general de la 

corporación municipal de educación, salud, cultura y recreación de la florida doña 

Angélica Céspedes y de éste surgen las obligaciones que constituyen la 

contravención a la falta de probidad. Este contrato fue firmado por el requerido don 

Rodolfo Cárter. 

En efecto la Señora Céspedes, al renunciar a la Corporación ya 

individualizada, recibió como desahucio e indemnizaciones la suma de $27.172.423, 

el cual fue ordenado por el decreto de pago N° 366 de fecha jueves 8 de mayo de 

2014, todo lo cual configura una falta de probidad, toda vez que implico pagar una 

indemnización por años de servicio ante una renuncia voluntaria, y por años que no 

fueron servidos a la corporación, sino que lo fueron para el municipio en calidad de 

funcionaria de exclusiva confianza -Administradora Municipal-, lo que no le permitía 

obtener indemnización por años de servicio en caso alguno ni le otorgaba estabilidad 

funcionaria. 

Tanto la redacción del contrato, como el finiquito y pago de la 

indemnización, contravienen gravemente la probidad administrativa. 

El contrato, en su cláusula cuarta, le reconoce, para todos los efectos legales 

y pago de indemnizaciones por años de servicio que procedan, el tiempo servido en 

la Municipalidad de La Florida, desde el 19 de Febrero de 1999 al 05 de Diciembre 

de 2012. 

Asimismo, en la cláusula sexta se acordó que el pago de la indemnización 

se aplicará a todo evento. 

De no haber existido las cláusulas precedentemente descritas no se debió 

pagar a la señora Cespedes suma alguna, ya que, su relación laboral terminó por su 

renuncia voluntaria, causal que, en nuestro derecho, no genera la procedencia de 
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desahucio ni indemnización alguna, razón por la cual se causó un perjuicio a la 

Corporación y a la Municipalidad de $27.172.423.-  

De igual forma, debemos considerar que se le pago una indemnización por 

el tope legal, esto es 11 meses, a una trabajadora que solo había trabajado menos 

de un año y medio. 

La conducta del señor Cárter se agrava más aún, por  el déficit que presenta 

la Corporación y el atraso reiterado en el pago a proveedores y de las cotizaciones 

previsionales, con el consiguiente pago de intereses, que en el período de 

enero de 2016 a junio de 2017 llego a la suma de $559.431.202, solo por 

el pago atrasado de cotizaciones previsionales, que dio por acreditado la 

Contraloría General de la República en el informe final 834, de 2017, de 

fecha 6 de febrero de 2018. 

Existían fondos para pagar una millonaria indemnización, al 

margen de la ley, y no para pagar las cotizaciones previsionales de los 

profesores, servidores de atención primaria de salud y el restante personal 

de la COMUDEF. 

Si lo anterior no es grave, no sabemos que puede llegar a serlo. 

B.2. Contratación de abogado para que defienda al señor Carter, en 

proceso penal seguido en su contra, pagado con recursos municipales al 

margen de la ley. 

Al igual que el caso anterior, la sentencia recurrida da por acreditado el 

hecho y la ilicitud de este, apreciando la prueba como jurado, y lo califica como falta 

de probidad. 

La conducta del Alcalde requerido es grave y constituye contravención de 

igual carácter a las normas sobre probidad administrativa, según veremos. 

El alcalde fue objeto de una querella por el delito de injurias, dando origen 

a la causa Rol N°2157-2017 del 14° Juzgado de Garantía de Santiago. 

Para que se asumiera su defensa, se contrató directamente al Estudio 

Jurídico denominado Juan Domingo Acosta Abogados Asociados Limitada. 

La contratación se fundó en el artículo 88 de la ley 18.883, Estatuto 

Administrativo para Funcionarios Municipales, como fundamento del derecho del 

alcalde Carter para que la municipalidad asuma su defensa o contrate un abogado 

para que lo haga. 
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Cabe destacar que el proceso penal es por el delito de injurias graves, en 

contra del señor Carter y no se encuentra en ninguno de los supuestos previstos por 

la norma en cuestión, toda vez que en este caso es a éste que se le imputa la 

comisión de un delito. 

En este caso, el requerido al usar fondos públicos para su beneficio 

exclusivamente personal, ha causado un perjuicio al servicio por 850 

Unidades de Fomento, que al día de hoy ascienden a más de $23.000.000. 

Como puede apreciarse, la conducta del alcalde  se constituye en una grave 

contravención al principio de probidad, al contratar con fondos municipales a un 

abogado particular, para que lo defienda en un proceso penal, por un eventual delito 

que ha cometido.    

La conducta es de extrema gravedad. 

B.3. Infracción grave al deber de supervigilancia y supervisión del 

funcionamiento del municipio y corporaciones municipales. 

Nuevamente, la sentencia recurrida da por acreditada la conducta del 

Alcalde, apreciando la prueba como jurado. 

La conducta del Alcalde requerido es grave y constituye contravención de 

igual carácter a las normas sobre probidad administrativa, según veremos. 

La propia sentencia, en la parte final de su considerando décimo quinto, le 

atribuye tal calidad, al determinar que: 

“En relación con este cargo, es preciso tener presente que 

afecta gravemente la actividad municipal destinada a dar 

satisfacción a necesidades básicas de la comunidad local y es 

deber de la autoridad edilicia supervisar y fiscalizar el 

funcionamiento del municipio y las corporaciones 

municipales, a través de su gestión personal y directa y no 

recurriendo exageradamente a la delegación de facultades y 

además no fiscalizando su uso en la ejecución de las mismas 

con la adopción de medidas concretas sobre el particular. 

Analizados los antecedentes aportados al proceso, la prueba 

testimonial rendida y las disposiciones legales citadas, este Tribunal 

observa, que resulta incuestionable la responsabilidad que le 

cabe a la requerida en los hechos acreditados, razón por la 
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cual, viene en acoger este cargo por las razones expuestas”. 

(El destacado y subrayado es nuestro). 

 Efectivamente, el Alcalde requerido ha hecho un uso exagerado y abusivo de 

la delegación y no ha fiscalizado su uso, mediante medidas concretas, lo que le 

correspondía acreditar al requerido y no hizo. 

 El uso efectivamente es exagerado, si examinamos los decretos 

acompañados en el expediente, aparece que la gran mayoría fueron 

dictados por el delegado, incluso, una cantidad importante de los cargos 

fueron rechazados porque el alcalde no había firmado los actos, lo que 

aparece como un contrasentido según veremos al analizar los cargos rechazados y 

al analizar la entidad de la infracción a los deberes que le atribuye la sentencia en 

el considerando. 

 En efecto, la tabla confeccionada con la documentación que se encuentra en 

los distintos tomos del expediente, permite dimensionar la magnitud de la infracción 

del alcalde: 

Firmados por el Alcalde, a fojas No firmados por el Alcalde, a fojas 

226 184 

245 - 882 contrato Sra. Céspedes. Solo 
él podía firmarlo en su calidad de 
Presidente del Directorio de la 
COMUDEF. 

187 

898 nombramiento administrador 
municipal Sra. Céspedes. Solo él podía 
firmarlo, por ser indelegable. 

190 

899 cese de Sra. Céspedes como 
administradora municipal. Solo él podía 
firmarlo, por ser indelegable. 

191 

904, sobreseimiento de un sumario, 
también indelegable. 

194 

970 196 

972 198 

1073, sobreseimiento de un sumario, 
también indelegable. 

202 

1079, sobreseimiento de un sumario, 
también indelegable. 

206 

1133 207 

 213 
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 214 

 216 

 218 

 219 

 220 

 222 

 224 

 238 

 239 

 381 

 413 

 416 

 418 

 421 

 422 

 423 

 425 

 427 

 468 

 469 

 471 

 472 

 474 

 476 

 477 

 481 

 494 

 781 

 782 

 784 

 785 

 785vta 

 787 

 788 
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 789 

 791 

 792 

 884 

 958 

 959 

 981 

 982 

 1005 

 1012 

 1034 

 1121 

 1122 

 1124 

 1126 

 1131 

 1136 

 

 Por medio de la delegación exagerada, lo que se persigue es eludir la 

responsabilidad administrativa, política, civil y penal. En la jerga se conoce como 

“tener un fusible”, esto es un funcionario que asume la responsabilidad en lugar del 

alcalde, que es quien efectivamente toma las decisiones y dirige el municipio. 

 La omisión del deber por parte del alcalde es más que grave, ya que como 

sostiene el Tribunal a quo, “afecta gravemente la actividad municipal destinada a 

dar satisfacción a necesidades básicas de la comunidad local”. 

Evidentemente, se esta desatendiendo las actividades destinadas a cumplir 

con el principal y primigenio objeto de las municipalidades, que al tenor de lo 

dispuesto en el artículo 1º de la Ley Nº 18.695, la finalidad de las municipalidades  

“es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su 

participación en el progreso económico, social y cultural de las respectivas 

comunas”, de ahí la gravedad de la omisión del alcalde, ya que la sentencia 

establece, al evaluar la totalidad de la prueba como jurado, sostiene se afecta 

“gravemente”. 



13 
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 letra d),  de la Ley Nº 18.575, 

la delegación mantiene “la responsabilidad del delegante por negligencia en 

el cumplimiento de sus obligaciones de dirección o fiscalización”. De igual 

forma el inciso final estable ce que la “delegación no modifica la responsabilidad de 

la autoridad correspondiente, sin perjuicio de la que pudiera afectar al delegado por 

negligencia en el ejercicio de la facultad delegada”. 

En efecto, las conductas acreditadas contravienen lo dispuesto en los artículos 

3°, inciso segundo, -en relación con los principios de probidad y control- , 5°, 11, 

52, 53 -en cuanto a la falta de medios idóneos de decisión y control- y 54 letra b) 

de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración 

del Estado, según texto refundido aprobado por el D.F.L. N° 1/19.653, de 2001, del 

Ministerio Secretaría General de la Presidencia; los artículos 51 inciso tercero y 56, 

inciso primero, de la ley N° 18.695; Orgánica Constitucional de Municipalidades, y 

los artículos 58, letras b), c) y g) y 61 letra a) de la ley N° 18.883; sobre Estatuto 

Administrativo para Funcionarios Municipales. 

 De lo expuesto, fluye con claridad que existe un ABANDONO DE DEBERES 

que es NOTABLE, de la entidad suficiente como para remover al requerido. 

B.4. Entidad de las contravenciones y omisiones del alcalde 

analizadas en este apartado. 

Los tres cargos acogidos fueron considerados acreditados por el Tribunal, 

ámbito hasta donde alcanza su facultad para actuar como jurado, esto es para 

ponderar la prueba rendida. 

Asimismo, debemos considerar que, la determinación de la entidad de las 

infracciones no es materia de carácter probatorio, sino que corresponde a las 

consideraciones que pueden hacer los sentenciadores en cada instancia. 

En efecto, el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 18.593, dispone 

claramente que “el Tribunal procederá como jurado en la apreciación de los 

hechos y sentenciará con arreglo a derecho”.1 

En este orden de ideas, la sentencia se pronuncia al respecto en los siguientes 

términos: 

“Con la misma rigurosidad, al pronunciarse sobre el 

requerimiento de autos, este Tribunal, a pesar de haber acogido tres 

                                                           
1 Norma en absoluta concordancia con el inciso 5º del artículo 95 de la Constitución Política de la República. 
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de los doce cargos imputados, como se expresara 

precedentemente, no puede sino tener presente que también 

ha rechazado nueve de los mismos, por las razones 

expresadas al analizar cada uno de ellos, lo que lo inclina a 

considerar que las imputaciones deducidas en el 

requerimiento, en su conjunto no tienen claramente el 

carácter de notable y grave como para aplicar la máxima 

sanción, esto es, la remoción, solicitada como única por los 

requirentes”. (El destacado es nuestro). 

Según vimos más arriba, en los cargos acogidos por falta de probidad, está 

contravención es de carácter grave. 

Una infracción o contravención puede ser leve, grave, o gravísima, para 

determinar si estamos en presencia de alguna de ellas es importante analizar cada 

uno de los conceptos: 

a) Leve: “De poca importancia, venial”. Diccionario RAE. 

b) Grave: “Grande, de mucha entidad o importancia”. Diccionario RAE. 

c) Gravísima: corresponde a un superlativo de grave. 

A su vez, la expresión notable, también según la RAE, corresponde a algo 

“Digno de nota, atención o cuidado”, en su primera acepción y, en la cuarta, 

corresponde a una “Calificación usada en los establecimientos de enseñanza, inferior 

al sobresaliente y superior al aprobado”. 

 Desde este punto vista las expresiones “grave” y “notable”, que emplea el 

legislador, no son la  de mayor exigencia para su configuración, sino que estamos a 

un nivel intermedio. 

 Incluso, si consideramos aisladamente cada uno de los cargos acogidos, se 

cumpliría el estándar para remover y más si los consideramos en su conjunto. 

La resolución recurrida yerra en este aspecto, al fundar su rechazo en que 

“este Tribunal, a pesar de haber acogido tres de los doce cargos imputados, 

como se expresara precedentemente, no puede sino tener presente que 

también ha rechazado nueve de los mismos, por las razones expresadas 

al analizar cada uno de ellos, lo que lo inclina a considerar que las 

imputaciones deducidas en el requerimiento, en su conjunto no tienen 

claramente el carácter de notable y grave como para aplicar la máxima 

sanción, esto es, la remoción, solicitada como única por los requirentes”. 
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 La sentencia discurre como si estuviéramos en presencia de una 

operación aritmética, en la cual simplemente se restan unos a otros y si 

los cargos rechazados son más que los acogidos debería acceder a la 

remoción y, si es a la inversa, debiera desecharse. Nuestro sistema jurídico 

no contempla esa forma de ponderar la gravedad o notabilidad de las conductas, 

sino que debe atender a la entidad de estas. 

 El voto disidente del Ministro señor Gajardo, se ajusta plenamente a derecho. 

 En consecuencia, debió accederse a la remoción del requerido, incluso, si solo 

consideráramos  estos tres cargos. 

 C.- ANÁLISIS DE LOS CARGOS RECHAZADOS Y PROCEDENCIA DE  

SER ACOGIDOS. 

 C.1. No pago íntegro y oportuno de las cotizaciones previsionales 

correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios 

traspasados en virtud de lo dispuesto por DFL N° 1/3063 de 1979 del 

Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la gestión 

municipal. 

 El Tribunal a quo da por acreditado que las cotizaciones previsionales no se 

pagan oportunamente, lo que constituye una práctica reiterativa. 

 Asimismo, sostiene que la desecha por cuanto “no existe el carácter de 

notable abandono de deberes como tampoco falta de probidad administrativa grave, 

por lo que es razonable sostener que este cargo no puede redundar en la remoción 

de la autoridad comunal de que trata este requerimiento”. 

 De igual forma,  se sostiene que  “a mayor abundamiento sobre este cargo, 

es bueno recordar que el DL 3.500 permite subsanar la infracción mediante el pago 

aunque sea tardío, autorizando que se declare a los organismos previsionales y se 

pague después y que esta es una deuda de arrastre y se ha ¡do solucionando 

lentamente en la medida de lo posible y, que en todo caso el alcalde, ha hecho lo 

que está a su alcance para solucionar el problema, como lo demuestran los 

antecedentes tenidos a la vista en la medida para mejor resolver”. 

 La sentencia, consigna que “en opinión de este Tribunal, cobran 

vigencia el inciso final del artículo 60 de la Ley N° 18.695, Orgánica 

Constitucional de Municipalidades, que establece que: ‘Con todo, cuando un 

alcaide pagare deudas previsionales originadas en un período alcaldicio anterior en 
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el que no haya ejercido funciones como titular de ese cargo, él y los demás 

funcionarios que intervinieren en el pago estarán exentos de responsabilidad civil 

por las multas e intereses que dichas deudas hubieren ocasionado’.” 

 A este respecto, debemos tener en cuenta que en la prueba rendida no existe 

antecedente alguno que permita acreditar que se trata de una deuda de arrastre 

que proviene de ejercicios de otros alcaldes. 

 Solo existe una declaración del testigo don Juan Enrique Pérez Ceballos que 

declara que “Hay un retraso por un déficit estructural que se arrastra desde hace 

años”. El testigo no proporciona más antecedentes que permitan establecer desde 

cuando existiría dicho déficit ni que las deudas sean de arrastre ni, mucho menos, 

que sean de períodos en los que existía otro alcalde. 

 Don Rodolfo Cárter es alcalde de la Municipalidad de La Florida desde el 24 

de junio de 2011. No existe antecedente probatorio que permita establecer que 

existen deudas de arrastre de cotizaciones previsionales antes de dicha fecha. 

 El Excmo. Tribunal Calificador de Elecciones ha sentenciado que: 

“La apreciación de los hechos que hace un Tribunal que está 

autorizado por la legislación a proceder conforme a las reglas del 

jurado, debe dirigirse a la determinación de los hechos en 

virtud de la prueba rendida, de manera que la apreciación o 

valoración debe recaer necesariamente en los elementos 

fácticos que se han aportado y agregado a los autos, sin que 

esté permitido considerar elementos respecto de los cuales los jueces 

tengan información por vías ajena al proceso”.2  

 En este caso, los sentenciadores han excedido las facultades que la ley les 

confiere para valorar la prueba como jurado, ya que, como se ha señalado 

anteriormente no existe prueba alguna respecto a que las deudas de cotizaciones se 

generaron antes de la asunción del señor Cárter como Alcalde de la Municipalidad 

de La Florida ni que se trate de cotizaciones devengadas  antes de ella. 

 En consecuencia, no procede aplicar como eximente de responsabilidad, la 

causal del inciso final del artículo 60 de la Ley 18.695, en cuanto dispone que 

“cuando un alcalde pagare deudas previsionales originadas en un período alcaldicio 

anterior en el que no haya ejercido funciones como titular de ese cargo, él y los 

                                                           
2 Sentencia del Tribunal Calificador de elecciones de 15 de mayo de 2012,  rol 12-2012. 
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demás funcionarios que intervinieren en el pago estarán exentos de responsabilidad 

civil por las multas e intereses que dichas deudas hubieren ocasionado”. 

   No concurren, en el  caso sublite, presupuestos facticos que hagan aplicable 

la eximente invocada por los sentenciadores en el considerando cuarto.   

 A mayor abundamiento, lo que el requerimiento imputa se refiere a 

cotizaciones correspondiente a los últimos cuatro años. 

 En efecto, a fojas 249 del expediente rola certificado emitido por FONASA, 

que acredita la habitualidad en el pago no oportuno e íntegro de las cotizaciones de 

salud de los funcionarios de la COMUDEF,, de febrero a diciembre de 2016,  se 

declararon y pagaron un total de $1.072.535.301.- en Cotización Legal Nominal, de 

los cuales sólo $106.681.559.- se hizo de forma simultánea (10%), y el resto se 

pagó en forma diferida. Lo anterior, implicó el pago de $38.546.930.- en intereses. 

 Del mismo modo,  en el Informe Final N° 1008 de 30 de diciembre de 2016, 

agregado a los autos, el órgano contralor corroboró que tanto el Balance de 

Comprobación y de Saldos, como el libro mayor, al 31 de diciembre de 

2015, del área de salud de la corporación municipal, registran en la cuenta 

contable N° 214-10, denominada Retenciones Previsionales, una deuda 

de $1.194.389.331.  

De lo anterior, se advierte el incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 19, 

inciso primero, del decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de 

Fondo de Pensiones, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 22, de la ley N° 

17.322, sobre Normas para la Cobranza Judicial de Cotizaciones, Aportes y Multas 

de las Instituciones de Seguridad Social, los cuales previenen que los empleadores 

deben declarar y enterar los descuentos previsionales en las instituciones respectivas 

"dentro de los 10 primeros días del mes siguiente a aquel en que se devengaron las 

remuneraciones", lo cual concluyó la auditoría aludida.   

Pero eso no es lo único, ya que el Informe Final N° 834/2017, de 6 de febrero 

de 2018, constitutivo de la jurisprudencia administrativa de la Contraloría General 

de la República, por contener diversas decisiones, al tenor de lo dispuesto en el 

inciso final del artículo 6º de la Ley 10.336,  establece claramente las graves 

contravenciones en esta materia por parte del Alcalde Cárter. El referido informe 

puede ser consultado en el link  https://www.contraloria.cl/web/cgr/informes-de-

auditorias . 

https://www.contraloria.cl/web/cgr/informes-de-auditorias
https://www.contraloria.cl/web/cgr/informes-de-auditorias
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En efecto, en  dicho informe, constató que por pagos previsionales 

atrasados se desembolsó la suma de $ 6.182.146.560, durante el año 

2016, cifra que incluye intereses, reajustes, recargos y gastos de 

cobranza. Luego, en el período de enero a junio de 2017, se verificó el pago 

por el monto de $ 3.389.458.000, que incluye recargos, intereses, reajustes y gastos 

de cobranza. 

  Agrega, que no fue posible acreditar el pago de cotizaciones 

para el área de Educación y Salud, respecto de algunas instituciones por cuanto para 

aquellas instituciones previsionales a las cuales se les pagó mediante cheque, la 

corporación no acompañó en su respuesta antecedente alguno que individualice el 

cobro de dichos documentos bancarios, atendido que algunos cheques fueron 

protestados por falta de fondos y posteriormente revalidados, sin que a la fecha 

existiera certeza de su cobro. 

 A raíz de aquello, señala: 

“…….. en cuanto al hecho que se hayan pagado las 

imposiciones con retraso, tiene por consecuencia un recargo por 

diversos conceptos, en el caso de las Administradoras de Fondos de 

Pensiones, "AFP", estas entidades cobran intereses, recargo a 

beneficio AFP y costas por cobranza. En relación a las Instituciones de 

Salud Previsional, "ISAPRE", se cobran reajustes, intereses, recargos, 

gastos de cobranza y otros descuentos según consignan los 

comprobantes de declaración y pago respectivos.  

De lo anterior, se advierte el incumplimiento de lo dispuesto en 

el artículo 19, inciso primero, del decreto ley N° 3.500, de 1980, que 

Establece Nuevo Sistema de Fondo 'de Pensiones, en concordancia 

con lo dispuesto en el artículo 22, de la ley N° 17.322, sobre Normas 

para la Cobranza Judicial de Cotizaciones, Aportes y Multas de las 

Instituciones de Seguridad Social, los cuales previenen que los 

empleadores deben declarar y enterar los descuentos previsionales en 

las instituciones respectivas "dentro de los 10 primeros días del mes 

siguiente a aquel en que se devengaron las remuneraciones. Sin 

embargo, el plazo mencionado se extenderá hasta el día 13 de cada 

mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo, cuando 

dichas declaraciones .y el pago de éstas se realicen a través de un 

medio electrónico.". 
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Asimismo, corresponde agregar que de acuerdo con los incisos 

décimo y décimo primero del artículo 19 del citado decreto ley N° 

3.500, de 1980, la demora en el pago de las cotizaciones previsionales 

obliga a reajustarlas conforme la variación del índice de precios al 

consumidor, entre el último día del plazo en que debió efectuarse el 

pago y el día en que efectivamente se realice en la forma que allí se 

indica y, además, devenga un interés penal equivalente a la tasa de 

interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a 

que se refiere el artículo 6° de la ley N° 18.010, sobre Normas para 

las Operaciones de Crédito y otras obligaciones de Dinero que Indica, 

aumentado en un cincuenta por ciento. 

Además, la materia de que se trata, cobra especial 

relevancia para el caso de las municipalidades, si se considera 

que, conforme lo previsto en el artículo 6°, inciso primero, de 

la ley N° 19.780, los Alcaldes que no paguen en forma 

oportuna las cotizaciones previsionales de sus funcionarios o 

trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo 

dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1979, 

del entonces Ministerio del Interior, o no den debido 

cumplimiento a los convenios de pago de dichas cotizaciones, 

o no enteren los correspondientes aportes al Fondo Común 

Municipal, incurrirán en causal de notable abandono de sus 

deberes, conforme a lo establecido en la citada ley N° 18.695, 

(aplica criterio contenido en el dictamen N° 51.792, de 2011, 

de este Organismo de Control)”. (destacado es nuestro). 

Y, a propósito de la responsabilidad del Alcalde en los hechos descritos 

concluye: 

“Sobre el particular, cabe precisar que esta Entidad de Control, 

mediante su dictamen N° 71.717, de 2013, ha precisado, entre otros; 

en lo pertinente, que el Alcalde, en su calidad de, presidente de 

las mencionadas entidades privadas, no ejerce una actividad 

de carácter particular, sino el desarrollo de una función 

pública, propia de su cargo como autoridad, por cuanto tal 

participación ha sido ordenada por la ley en atención a 

razones de interés público, estando aquel, bajo tal 
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perspectiva, sujeto a responsabilidad civil, penal y 

administrativa, y que al ejercer tal presidencia debe 

someterse a los principios que rigen el desempeño de la 

función pública, especialmente los de juridicidad y probidad, 

con arreglo a lo establecido en los artículos 6° y 7° de la Constitución 

Política de la República; 2° y 52 de la ley N° 18.575, Orgánica 

Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; y 

40, inciso final, de la ley N° 18.695, arbitrando las medidas tendientes 

a que la actuación de esas entidades privadas se desarrolle dentro del 

marco jurídico vigente.  

En atención a lo anterior, los argumentos expuestos por el 

Secretario General de la corporación no permiten desvirtuar lo 

objetado, considerando que en definitiva se ha establecido que la 

autoridad alcaldicia no ha dado cumplimiento a los deberes 

que le asisten como presidente de la corporación, en relación 

con, el cumplimiento oportuno de los pagos por concepto de 

cotizaciones previsionales.” 

Sobre esta observación concluye:  

  “Del examen de la materia auditada, referida al no 

pago oportuno de las cotizaciones previsionales, generando 

intereses, reajustes, recargos y gastos de cobranza en el año 

2016 y en los meses de enero a junio de 2017, por un monto 

total de $ 559.431.202, (AC),” esta Entidad de Control, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 51 y 51 bis de la aludida 

ley N° 18.695, y 133 de la citada ley N° 10.336, y de acuerdo al criterio 

contenido en el dictamen N° 71.717, de 2013, iniciará un sumario 

administrativo, con el objeto de establecer las eventuales 

responsabilidades del Alcalde de la Municipalidad de La Florida, en 

relación con el ejercicio de sus funciones como Presidente de la aludida 

corporación y demás funcionarios de la entidad edilicia. 

  Asimismo, los antecedentes correspondientes 

serán remitidos al Consejo de Defensa del Estado, para que 

dicho organismo evalúe el ejercicio de las acciones judiciales 

que procedan.” 
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Los son de tal gravedad, que la Contraloría General de la República remitió 

los antecedentes al Consejo de Defensa del Estado, lo que no es usual. 

Concluye, también, que la autoridad edilicia no ha informado trimestralmente 

al Concejo Municipal el pago íntegro y oportuno de las cotizaciones previsionales de 

sus empleados, contraviniendo lo dispuesto al efecto por la ley 18.695. 

Como puede apreciarse, el alcalde Carter ha incurrido en una causal específica 

de notable abandono de deberes, que, además, es reiterada en el tiempo y 

constituye una práctica habitual, cumpliéndose todos los presupuestos previstos en 

el artículo 60 de la citada Ley 18.695, lo que se ve agravado por el perjuicio al 

patrimonio fruto de las elevadas sumas de dinero pagadas por concepto de 

reajustes, intereses y recargos.  Por añadidura, en la misma época que no se 

pagaban las cotizaciones previsionales de personal de los servicios traspasados, se 

pagaba una millonaria indemnización por años de servicios no trabajados a la 

Secretaria General de la Corporación, ante su renuncia voluntaria. Para eso si había 

dinero. 

El voto disidente del Ministro señor Gajardo es el que se encuentra en el 

camino ajustado a los hecho y el derecho, cuando en su considerando segundo, 

concluye “que sin perjuicio de lo anterior también se acreditó que le cabe 

responsabilidad en el no pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios 

de la Municipalidad y de los servicios traspasados, toda vez que las explicaciones 

dadas aludiendo sólo a circunstancias ajenas a su voluntad no resultan 

satisfactorias, pues tratándose de retenciones hechas periódicamente, 

debió ordenar los pagos respectivos, única manera de poner de manifiesto 

su voluntad de regularizar una situación que genera un impacto social de 

trascendencia, todo lo cual constituye la causal de notable abandono de 

deberes en los términos establecidos en la disposición legal antes citada”. 

 

C.2. Deudas de la Corporación Municipal de Educación, Salud, 

Cultura y Recreación de La Florida y de la Municipalidad. 

En el considerando quinto, se rechaza este cargo, fundado en la deuda con 

la CENABAST, pero nada dice de la gran deuda impaga de la Municipalidad. 

La Municipalidad de La Florida, al mes de diciembre del año 2016, presentaba 

un pasivo de $5.945.455.154, el cual se encuentra acreditado con el documento 

emitido por la  propia Municipalidad y que rola de fojas 102 a 123 de autos. 
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Cabe destacar que el documento da cuenta de atrasos de varios meses a 

distintos proveedores. 

Con ello se acredita un abandono de deberes notable del requerido. 

Llama la atención que  se tome la decisión de no pagar obligaciones, que es 

imprescindible efectuar y que corresponden a servicios de vital importancia para el 

municipio, como los de electricidad, recolección de residuos y relleno sanitario, entre 

otros,  y se contrate directamente un estudio jurídico para que asuma la defensa del 

alcalde en un proceso penal que se ha incoado en su contra por delito de injurias, 

pagando 850 Unidades de Fomento, con recursos municipales, lo que corresponde 

a uno de los cargos acogidos.  

C.3. Compras directas evitando licitación pública. 

Son varios los cargos que se plantean al respecto, según veremos a 

continuación. 

C.3.1. Contrataciones directas del Servicio de Recolección de 

Residuos domiciliarios. 

La sentencia recurrida, en el considerando sexto, concluye que “analizando la 

prueba rendida y teniendo en consideración que hay sumario pendiente de la 

Contraloría, ratificado este aserto por la respuesta a la medida para mejor resolver 

dictada a fojas 844, este Tribunal no podría pronunciarse sobre este cargo y además 

en cada uno de los acuerdos objetados, hay acuerdo del Concejo para firmar los 

contratos, acuerdos que eximen de responsabilidad al alcalde, por lo que este cargo 

será desestimado”. 

En el fondo, la sentencia da por acreditadas las contrataciones directas y 

considera que el hecho de existir acuerdo del Concejo para la firma de los contratos, 

los que eximirían de responsabilidad al Alcalde. Además, sostiene que no puede 

emitir pronunciamiento por existir un sumario pendiente en la Contraloría General 

de la República. 

Acuerdos del Concejo. Al respecto, es útil recordar que la existencia de 

acuerdos del Concejo, más cuando no son unánimes,  no exime a los alcaldes de su 

responsabilidad, más aún cuando existe una reiteración de la conducta, toda vez 

que el Concejo Municipal,  se vio forzado a aceptar las contrataciones, ya que se le 

presentaban a última hora, lo que implica la posibilidad cierta de quedarse sin 
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servicio. Cabe destacar que los dictámenes 21.425 y 63.418, ambos de 2014, fueron 

dictados por denuncias de los propios concejales. 

Existencia de sumario administrativo. Efectivamente, en el informe final 

1.329 de 2015, en el numeral 1 de las conclusiones, se manifiesta que la Contraloría 

instruirá un sumario por la “práctica reiterada del municipio de recurrir al 

trato directo, para asegurar la continuidad en la provisión del servicio de 

recolección de residuos domiciliarios, sin atenerse a lo instruido en los dictámenes 

Nº 21.425 y 63.418, ambos de 2014”. 

El primero de los dictámenes, ordenó al alcalde a instruir un sumario, el 25 

de marzo de 2014 y la Contraloría se vio obligada a instruirlo, dos años después, 

porque el señor Cárter nada había hecho, lo que por sí solo constituye un notable 

abandono de deberes. 

La existencia de un sumario instruido por el Órgano Contralor no impide emitir 

pronunciamiento en esta materia, toda vez que el referido procedimiento no puede 

afectar lo que resuelva el Tribunal Electoral Regional o el tribunal a quem, máxime 

si consideramos que la Contraloría carece de facultades para sancionar a un alcalde. 

Cabe destacar que,  la Contraloría es tan lenta en la tramitación de 

los sumarios que usualmente cuando quedan afinados ya se ha extinguido 

la responsabilidad de los alcaldes por la prescripción o la caducidad. Este 

sumario fue ordenado hace más de dos años y, todavía no hay resultado.  

Las conductas imputadas ocurrieron entre los años 2014 y 2015, por 

lo que, de rechazarse el requerimiento, la responsabilidad del Alcalde se 

extinguiría por el transcurso del tiempo, consagrando LA IMPUNIDAD DEL 

SEÑOR CÁRTER.  

En este mismo sentido, la Contraloría ha establecido que la 

contratación directa, en la materia, era una práctica habitual desde el año 

2013, casos que no se incluyeron por estar extinguida la acción, pero que 

sirven para configurar la habitualidad.  

En efecto, el inciso final del artículo 51 de la Ley 18.695, dispone que: 

“Si como consecuencia de la investigación practicada, la que 

deberá respetar las reglas del debido proceso, dicho órgano 

considerase que se encuentra acreditada la responsabilidad 
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administrativa del alcalde, deberá remitir los antecedentes al concejo 

municipal, para efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo 60”. 

 A modo de conclusión, siempre debe aplicar la sanción al alcalde la judicatura 

electoral, razón por la cual es irrelevante que exista en tramitación un sumario ante 

la Contraloría. 

 En cuanto al fondo. La propia Contraloría General de la República, en los 

informes finales acompañados y en los dictámenes 21.425, de 25 de marzo de 2014 

y 63.418 de fecha 18 de Agosto de 2014, ambos en respuesta a denuncias 

efectuadas por Concejales, dejó claramente establecido que no procedían las 

contrataciones directas en esta materia y que no se encontraban justificadas, pero 

el Alcalde requerido persistió en la conducta. 

 En efecto, las conductas reprochables, en este aspecto, son las siguientes: 

a) Del 1 de enero de 2014 al 30 de junio del mismo año, por la suma de 

$141.642.130.- mensuales, esto es, por un total de $849.852.780, 

autorizada por Decreto Alcaldicio N° 4.445 de 31 de diciembre de 2013. 

b) Del 1 de julio de 2014 al 30 de septiembre del mismo año, por la suma 

de $144.673.272 mensuales, esto es, por un total de $434.019.816, 

autorizada por Decreto Alcaldicio N° 2.493 de 24 de junio de 2014, 

renovable por igual período. 

c) Renovación del servicio por el período de 1 de octubre de 2014 al 31 

de diciembre del mismo año, por la suma de $144.673.019 mensuales, 

esto es, por un total de $434.019.816 autorizada por Decreto Alcaldicio 

Nº 4.409 de 27 de noviembre de 2014. 

El monto de los contratos referidos llegó a  $1.717.892.412, suma no 

menor. 

 Además, no existe razón alguna que permita justificar que el servicio no licitó 

por más de un año. 

El alcalde sabía muy bien que no podía realizar las contrataciones en virtud de lo 

instruido por los dictámenes de marzo y agosto de 2014, ya citados, pero persistió 

su contumacia, configurándose una contravención grave al principio de la probidad 

administrativa, sobre el que nos extendimos en el requerimiento y, por economía 

procesal, nos remitimos a éste. 
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 Lo anterior, se ve agravado por el hecho de ni siquiera haberse respetado los 

procedimientos administrativos regulares en la materia, lo que se consigna en la 

propia sentencia, citando el Informe Final del Contraloría. 

 En efecto, el considerando sexto, en este aspecto, es del siguiente tenor: 

“Informe N°1329 de la Contraloría General de la República 

sobre Auditoría al macroproceso de concesiones, efectuada en la 

Municipalidad de La Florida con fecha 7 de marzo de 2016,que rola de 

fojas 74 a 91 de autos, que expresa en el N°8 de las conclusiones, que 

existe una práctica reiterada de recurrir a trato directo, sin atenerse a 

los dictámenes de la Contraloría General de la República, a pesar de 

haber sido prevenida por dicho Organismo y que el municipio debe 

sujetarse a la norma contenida en la Ley de Municipalidades, a lo que 

agrega que el fundamento del trato directo no puede basarse en la 

Ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos, pues la 

materia está regida por artículo 8 de la Ley de Municipalidades. Luego 

este Informe observa al municipio sobre lo siguiente: a) Falta de 

publicación del contrato y términos de referencia en el sistema de 

información de compras públicas; b) ordena Instruir sumario; c) 

ordena incorporar al Reglamento 94 modificaciones incorporadas por 

leyes 20.238 y 20.355, publicarlas en página web y portal de mercado 

público; d) advierte la demora en la dictación de Decreto Alcaldicio 

para sancionar el trato directo; e) advierte la ausencia de formalización 

de términos de referencia; f) advierte la falta de devolución de boletas 

de garantía; g) observa la falta de documentación de camiones 

recolectores; h) Errores en cálculo y cobro de multas; i) Desfase en el 

pago de facturas”. 

 Lo anterior, da cuenta, además de la rebeldía del alcalde, de un desorden 

administrativo mayor, respecto de cual éste nada ha hecho en el cumplimiento de 

su deber ejercer la “dirección y administración superior y la supervigilancia de su 

funcionamiento” de la Municipalidad. 

 Más aún, la Contraloría General de la República, en dictamen 21.425 de marzo 

de 2014,  dispuso que “deberá investigar la existencia de responsabilidades 

administrativas comprometidas en relación con tal hecho, como asimismo, en lo 

sucesivo, adoptar los resguardos que resulten pertinentes en orden a 

efectuar todas las diligencias necesarias para poder realizar los llamados 



26 
 

a licitación correspondientes con la mayor anticipación posible, a fin de 

que no se produzcan situaciones como las analizadas, en las que la 

contratación directa se transformó en una práctica reiterada entre los 

años 2011 y 2013, resultando útil recordar que, en virtud de lo dispuesto 

en el artículo 62, N° 7, de la aludida ley N° 18.575, el omitir o eludir la 

propuesta pública en los casos en que la ley lo disponga constituye una 

conducta que contraviene especialmente el principio de probidad 

administrativa”. El señor Cárter asumió como alcalde el 24 de junio de 2011, 

según el Órgano Contralor dicha práctica habría comenzado con él, lo que no es 

menor. 

 Consideramos que, este cargo, debe ser acogido y removerse al alcalde, ya 

que por sí mismo, o en conjunto con los demás, configura claramente la causal de 

contravención grave a las normas sobre probidad administrativas, al eludir el tramite 

de licitación pública, de conformidad con el artículo 62 Nº 7 de la Ley Nº 18.575 y 

demás normas citadas en el  requerimiento, las que damos por íntegramente 

reproducidas. 

 

C.3.2. Contratación directa detectada por la Contraloría General de 

la República en su Informe Final N° 79, de 2015. En el informe se acredita el 

pago de un sobreprecio que, incluso, llega al 275%, en efecto, manifiesta que 

“mediante decreto alcaldicio N° 342, de 1 de febrero de 2016, la Municipalidad de 

La Florida aprobó un total de doce programas comunitarios, con sus 

correspondientes fichas de proyectos, entre los que se incluye el denominado 

"Actividad comunitaria dirigida a las mujeres de la comuna", de cuya revisión se 

advirtió que éste no especifica los fundamentos, descripción, objetivos, actividad a 

realizar, costos materiales de las compras, e identificación de los eventuales 

beneficiarios, elementos necesarios para verificar su ejecución y cumplimiento. 

Enseguida, se comprobó que en virtud del aludido programa comunitario, esa 

entidad edilicia desembolsó, mediante contratación directa,  la suma de $ 1.785.000, 

según da cuenta el decreto de pago N° 1.913, de 5 de abril de 2016, asociado al 

comprobante de egreso N° 1.704, de 10 de mayo de igual año, y a la factura N° 

407, de 4 de marzo de esta anualidad, emitida por el proveedor Pedro Luis Guichalaf 

Millanao, por la adquisición de 300 pollos, los que fueron entregados a 35 centros 

comunitarios-deportivos de la comuna de La Florida, conforme a la solicitud de 
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pedido N° 196, de 29 de febrero de 2016, emitida por la Dirección de Desarrollo 

Comunitario y la orden de compra N° 174, de igual fecha.” 

La sentencia, en su considerando séptimo, no se pronuncia sobre el cargo por 

existir un sumario pendiente sobre la materia, en los siguientes términos: 

“Que analizando la prueba rendida y teniendo en consideración 

que hay sumario pendiente ordenado por Contraloría, este 

Tribunal no podría pronunciarse sobre estos dos cargos para 

determinar responsabilidades, por lo que serán desestimados. 

A mayor abundamiento, en relación con el cargo signado 

con la letra a) del escrito de requerimiento, este cargo debe ser 

desechado además, en atención a su bajo monto, como consecuencia 

de lo que estipula el inciso 4° del artículo 8 de la Ley N°18.695”. 

Al respecto, debemos aclarar que por esta contravención la Contraloría no ha 

ordenado la instrucción de un sumario administrativo, razón por la cual no puede 

invocarse su existencia para no emitir pronunciamiento, según consta en el propio 

informe. 

Aclarado lo anterior, debemos manifestar que la norma invocada a mayor 

abundamiento no es aplicable a esta materia, sino que solo a las concesiones, siendo 

aplicable plenamente la ley 19.886 y su reglamento, entraremos en el fondo del 

tema. 

En cuanto al precio de compra del producto objeto del gasto, se advirtió que 

el importe de la adquisición de 300 pollos de 1.8 kilogramos cada uno, por un total 

de $ 1.785.000, ascendió unitariamente a $3.305 por kilo, monto que resulta 

comparativamente superior a los valores ofrecidos, por ejemplo, por las empresas 

Agrosuper Comercial Limitada y Supermercado Mayorista de Abarrotes El Mesón, 

mediante el convenio marco ID N° 969434, las que, para una caja de pollo de 22 

kilogramos cada uno, ofertan la suma de $ 26.400 y $ 41.624, respectivamente, 

equivalentes a $ 1.200 y $ 1.892, por kilo, según se evidencia en el siguiente cuadro 

comparativo elaborado por la Contraloría General de la República en el informe que 

se acompaña. Lo señalado no se condice con los principios de eficiencia, eficacia, 

control e idónea administración de los medios públicos previstos en los artículos 3°, 

5° y 11 de la citada ley N° 18.575, por cuanto el hecho económico analizado le 

generó a la municipalidad un pago en exceso de, a lo menos, $  763.320. En la 

defensa de la municipalidad se indicó, en síntesis, que el proceso de compra en 
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cuestión se adjudicó al proveedor Pedro Luis Guichalaf Millanao, debido a que su 

oferta incluía el traslado de los insumos mediante un vehículo que contaba con las 

condiciones técnicas para mantener la cadena de frío de lo adquirido, cuestión que, 

según. Indica, no aseguraban los otros proveedores incorporados en el convenio 

marco. Lo expresado no desvirtúa lo objetado, toda vez que la oferta registrada por 

la empresa Agrosuper Comercial Limitada, bajo el convenio marco ID N° 969434, 

incluye despacho en la Región Metropolitana sin recargo adicional. 

Asimismo, se incumplió la obligación impuesta por el artículo 14 del DS 250, 

de Hacienda, de 2004, Reglamento de la ley de Compras Públicas, en cuanto dispone 

en sus incisos 4° y siguientes, a propósito del catálogo de convenios marco, que 

“Cada Entidad estará obligada a consultar el Catálogo antes de proceder a llamar a 

una Licitación Pública, Licitación Privada o Trato o Contratación Directa.      Si el 

Catálogo contiene el bien y/o servicio requerido, la Entidad deberá adquirirlo 

emitiendo directamente al Contratista respectivo una orden de compra, salvo que 

obtenga directamente condiciones más ventajosas en los términos referidos en el 

artículo 15 del presente Reglamento”. 

 Si se hubiere cumplido con la obligación referida, el municipio habría pagado 

$ 1.200 por kilo de pollo, incluido el traslado, y no $3.305. Se pagó un sobreprecio 

de 275,4 %.  

El monto no es relevante, lo es el hecho que se allá pagado un sobreprecio 

significativo, al margen de la normativa. 

 

C.3.3. Contratación directa seguro de bienes municipales.   

Mediante decreto alcaldicio 2669, de 1 de agosto de 2013, se contrató 

directamente a la empresa MCA Chile Corredores de Seguros Limitada, Rut. N° 

76.202.550-7, Compañía de Seguros Renta Nacional, representada legalmente por 

Berenguer Mallol Comandari, chileno, Corredor de Seguros, cédula de identidad 

5.125.700-6, domiciliado en Almirante Pastene N° 7, Oficina N°  36, Providencia, 

para el servicio de contratación de seguros para bienes municipales, por una valor 

de 589.93 UF iva incluido. Asimismo, se expresó en el decreto que la Municipalidad 

podrá aumentar o disminuir los servicios, antes del término del contrato, en cuyo 

caso el contratista tendrá derecho a su pago, de acuerdo con los precios ofertados.  

La contratación directa en caso alguno se justificaba, ya que existió el tiempo 
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suficiente para licitar el servicio como correspondía, se argumentó la urgencia en la 

contratación que no es tal.  

El cargo se rechaza por no haberse firmado el decreto por el requerido, 

volvemos a la delegación excesiva. 

En virtud de lo anterior, el cargo debería acogerse. 

 

C.3.4. Compra directa para la ejecución de obra menor denominada 

“Reparación Puente Nazarío Chacón Zamora” con Jorge Guerrero 

Pincheira, por $8.418.867.- 

La sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no haberse firmado el 

decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

En virtud de lo anterior, el cargo debería acogerse. 

 

C.3.5. Renovación automática del contrato de prestación de 

servicios de franqueo convenido para la admisión, transporte, 

encaminamiento y distribución de servicios postales con la Empresa de 

Correos de Chile, por $15.000.000. 

Se encuentra acreditado por el Informe Final Nº 79, de la Contraloría. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

En virtud de lo anterior, el cargo debería acogerse. 

 

C.3.6. Contratación directa de seguro de bienes municipales con 

MCA Corredores de Seguros Limitada, por 589,93 Unidades de Fomento. 

Se encuentra acreditado por el Informe Final Nº 79, de la Contraloría. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

En virtud de lo anterior, el cargo debería acogerse. 
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C.3.7. Compra directa para la ejecución de obra menor denominada 

“Reparación Puente Nazarío Chacón Zamora” con Jorge Guerrero 

Pincheira, por $8.418.867.-  

Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

Al respecto, es bueno recordar que mediante decreto alcaldicio 442 de 4 de 

febrero de 2014, se contrató directamente a don Jorge Guerrero Pincheira, Ingeniero 

Civil, RUT 12.697.753, con domicilio en calle Alonso de Córdova N°5045 Dpto. 2305 

comuna de Las Condes, para la ejecución de la obra menor denominada “Reparación 

puente Nazario Chacón Zamora, por un precio de ejecución de $8.418.867.- IVA 

incluido. Se fundó al igual que el anterior en la urgencia, que no era tal, ya que 

perfectamente se podía licitar la ejecución de la obra, más aún, si consideramos que 

entre la detección de la necesidad -7 de noviembre de 2013- y la contratación directa 

transcurrieron casi tres meses. Incluso la solicitud de contratación directa se efectuó 

el 9 de enero de 2014 y se decretó el 4 de febrero, casi un mes después. La urgencia 

era inexistente. Si se hubiera licitado en noviembre de 2013, se habría ejecutado la 

obra antes de la contratación directa. 

No se puede fundar una urgencia en la propia desidia o negligencia. 

Es una práctica habitual el retardar los procedimientos administrativos y 

justificar después una contratación en la urgencia. 

En virtud de lo anterior, ya que todo lo expuesto consta en el propio decreto 

que se encuentra en el expediente, el cargo debería acogerse. 

 

C.3.8.- Compra directa de los servicios de “Instalación, 

implementación, mantención y desarrollo de Sistemas Modulares 

Integrados para Procesos Municipales” con la empresa Sistemas 

Modulares de Computación Ltda., por $18.742.400. 

Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

El cargo debería acogerse. 
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C.3.9. Compra directa de los servicios de “Aspiración y limpieza de 

fosa de acumulación de aguas servidas en Avenida Vicuña Mackenna 

7210”, con la empresa Saneamiento Industrial SPA, por $697.185.- 

Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

El cargo debería acogerse. 

 

C.3.10. Contratación directa para la ejecución del programa 

“Diseño de Ingeniería de 5 proyectos de Pavimentación de Badenes y el 

Diseño de Ingeniería de 3 pozos de absorción en sector Los Navios y Los 

Quillayes para la comuna de La Florida”, con la empresa Elementa 

Prefabricados Estructurales Ltda., por $4.899.074.- 

Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

El cargo debería acogerse. 

 

C.3.11. Contratación directa de los servicios de “Traslado de Enlace 

IP MPLS Tercer Juzgado de Policía Local”, con Claro Servicios 

Empresariales S.A., por 170 Unidades de Fomento. 

Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

El cargo debería acogerse. 

 

C.3.12. Contratación directa de los “Servicios de arrendamiento por 

2 meses de camiones Capacho para Municipalidad de La Florida”, con 

Mario Sepúlveda Garrido, M y S Servicios, EIRL, por $6.426.000.- 
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Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

Mediante decreto alcaldicio 3341 de 3 de septiembre de 2014, se aprobó 

contrató celebrado directamente para el Servicio de Arrendamiento por Dos Meses 

de Camión Capacho para la Municipalidad de La Florida” (patente FWBK-51), 

celebrado entre la Municipalidad de La Florida y la empresa Mario Sepúlveda Garrido 

MyS Servicios E.I.R.L. el 7 de agosto de 2014. El monto era de $6.426.000.- 

 El actuar es tan irregular que, se regularizó por esta vía una contratación 

directa efectuada, al margen más absoluto de la normativa, hacía un mes atrás 

Cabe destacar que el 7 de agosto de 2014, se celebraron 2 contratos con el 

señor Sepúlveda, por dos camiones capacho, que en total ascendieron al monto de 

$12.852.000.- 

El cargo debería acogerse. 

 

C.3.13. Contratación directa para la ejecución del programa “Estudio 

a Nivel de Ingeniería Conceptual de Alternativa para Mitigar Acumulación 

de Aguas Lluvias en el Sector de Santa Raquel, comuna de La Florida”, con 

la empresa 4C Consultores en Ingeniería Civil Ltda., por $4.270.500.- 

Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

El cargo debería acogerse. 

 

C.3.14. Contratación directa en la “Construcción Centro Cultural 

Comunitario Barrio Nuevo Amanecer, Programa Recuperación de Barrios”, 

con Inmobiliaria e Inversiones Lorca y Cía. Ltda. 

El Tribunal no se pronuncia, por existir sumarios administrativos pendientes 

en la Contraloría General de la República. 

Nos remitimos a lo expresado más arriba, respecto de la procedencia de hacer 

efectiva la responsabilidad del alcalde, en casos que existan sumarios en curso. 
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En consecuencia, el tribunal debió pronunciarse 

 

C.3.15. Contratación directa para el programa Servicio de Seguridad 

para Municipalidad de La Florida con Tocilg y Escobar Ltda. 

Se encuentra acreditado. 

Pese a lo anterior, la sentencia rechaza ese cargo, nuevamente por no 

haberse firmado el decreto por el requerido, volvemos a la delegación excesiva. 

El cargo debería acogerse. 

C.3.16. Aspectos normativos comunes. 

El artículo 9 de la ley 18.575,  Orgánica Constitucional sobre Bases de la 

Administración, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el  

DFL N° 1/19.653.- de 13 de diciembre de 2000, publicado en el Diario Oficial de 17 

de noviembre de 2001, dispone que: “Los contratos administrativos se celebrarán 

previa propuesta pública, en conformidad a la ley. (INC 1°)  El procedimiento 

concursal se regirá por los principios de libre concurrencia de los oferentes al llamado 

administrativo y de igualdad ante las bases que rigen el contrato. (INC. 2°) La 

licitación privada procederá, en su caso, previa resolución fundada que así lo 

disponga, salvo que por naturaleza de la negociación corresponda acudir al trato 

directo”. (INC. FINAL) 

Asimismo, el art. 62 N° 7° establece que “– Contravienen especialmente el 

principio de la probidad administrativa, las siguientes conductas: (…) 7.– Omitir o 

eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga” 

La ley 19.886, en su artículo 5°, dispone La Administración adjudicará los 

contratos que celebre mediante licitación pública, licitación privada o contratación 

directa.  

La licitación pública será obligatoria cuando las contrataciones superen las 

1.000 unidades tributarias mensuales, salvo lo dispuesto en el artículo 8º de esta 

ley. 

El artículo 7° de la ley 19.886 dispone:  

Para efectos de esta ley se entenderá por: a) Licitación o propuesta pública: 

el procedimiento administrativo de carácter concursal mediante el cual la 

Administración realiza un llamado público, convocando a los interesados para que, 
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sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas, de entre las cuales 

seleccionará y aceptará la más conveniente. 

En las licitaciones públicas cualquier persona podrá presentar ofertas, 

debiendo hacerse el llamado a través de los medios o sistemas de acceso público 

que mantenga disponible la Dirección de Compras y Contratación Pública, en la 

forma que establezca el reglamento. Además, con el objeto de aumentar la difusión 

del llamado, la entidad licitante podrá publicarlo por medio de uno o más avisos, en 

la forma que lo establezca el reglamento. 

b) Licitación o propuesta privada: el procedimiento administrativo de carácter 

concursal, previa resolución fundada que lo disponga, mediante el cual la 

Administración invita a determinadas personas para que, sujetándose a las bases 

fijadas, formulen propuestas, de entre las cuales seleccionará y aceptará la más 

conveniente. 

c) Trato o contratación directa: el procedimiento de contratación que, por la 

naturaleza de la negociación que conlleva, deba efectuarse sin la concurrencia de 

los requisitos señalados para la licitación o propuesta pública y para la privada. Tal 

circunstancia deberá, en todo caso, ser acreditada según lo determine el reglamento. 

La Administración no podrá fragmentar sus contrataciones con el propósito 

de variar el procedimiento de contratación.” 

De igual forma, el artículo 8º dispone que: 

“Procederá la licitación privada o el trato o contratación directa en los casos 

fundados que a continuación se señalan: 

a) Si en las licitaciones públicas respectivas no se hubieren presentado 

interesados. En tal situación procederá primero la licitación o propuesta privada y, 

en caso de no encontrar nuevamente interesados, será procedente el trato o 

contratación directa. 

Las bases que se fijaron para la licitación pública deberán ser las mismas que 

se utilicen para contratar directamente o adjudicar en licitación privada. Si las bases 

son modificadas, deberá procederse nuevamente como dispone la regla general; 

b) Si se tratara de contratos que correspondieran a la realización o 

terminación de un contrato que haya debido resolverse o terminarse 

anticipadamente por falta de cumplimiento del contratante u otras causales y cuyo 

remanente no supere las 1.000 unidades tributarias mensuales; 
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c) En casos de emergencia, urgencia o imprevisto, calificados mediante 

resolución fundada del jefe superior de la entidad contratante, sin perjuicio de las 

disposiciones especiales para casos de sismos y catástrofes contenidas en la 

legislación pertinente. 

Sin perjuicio de la validez o invalidez del contrato, el jefe superior del servicio 

que haya calificado indebidamente una situación como de emergencia, urgencia o 

imprevisto, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de diez a cincuenta 

unidades tributarias mensuales, dependiendo de la cuantía de la contratación 

involucrada. 

Esta multa será compatible con las demás sanciones administrativas que, de 

acuerdo a la legislación vigente, pudiera corresponderle, y su cumplimiento se 

efectuará de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del decreto ley Nº 1.263, 

de 1975; 

d) Si sólo existe un proveedor del bien o servicio; e) Si se tratara de convenios 

de prestación de  servicios a celebrar con personas jurídicas extranjeras que deban 

ejecutarse fuera del territorio nacional; 

f) Si se trata de servicios de naturaleza confidencial o cuya difusión pudiere 

afectar la seguridad o el interés nacional, los que serán determinados por decreto 

supremo; 

g) Cuando, por la naturaleza de la negociación, existan circunstancias o 

características del contrato que hagan del todo indispensable acudir al trato o 

contratación directa, según los criterios o casos que señale el reglamento de esta 

ley, y 

h) Cuando el monto de la adquisición sea inferior al límite que fije el 

reglamento. 

En todos los casos señalados anteriormente, deberá acreditarse la 

concurrencia de tal circunstancia, la que contará con las cotizaciones en los casos 

que señale el reglamento. 

En los casos previstos en las letras señaladas anteriormente, salvo lo 

dispuesto en la letra f), las resoluciones fundadas que autoricen la procedencia del 

trato o contratación directa, deberán publicarse en el Sistema de Información de 

Compras y Contratación Pública, a más tardar dentro de las 24 horas de dictadas. 

En igual forma y plazo deberán publicarse las resoluciones o acuerdos emanados de 
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los organismos públicos regidos por esta ley, que autoricen la procedencia de la 

licitación privada. 

Siempre que se contrate por trato o contratación directa se requerirá un 

mínimo de tres cotizaciones  previas, salvo que concurran las causales de las letras 

c), d), f) y g) de este artículo.” 

Asimismo, en el N° 8 del artículo 10 del DS 250, de 2004, de Hacienda, 

Reglamento de la ley 19.886,  establece el ámbito de aplicación de la contratación 

directa a las que no superen las 10 UTM. 

Las adquisiciones de 1.000 o más UTM están afectas a licitación pública. 

Las que se encuentran entre más de 10 UTM y menos de 1.000,  pueden 

realizarse por medio de licitación privada y las que no superen las 10, pueden 

realizarse por medio de contratación directa. 

En consecuencia, si la regla general es la licitación pública, el no tomar las 

providencias necesarias en materia de contratos o concesiones, de manera de 

cumplir con fechas y plazos, revela o una negligencia inexcusable o una intención 

deliberada para eludir la licitación y forzar la contratación directa al licitar en una 

forma extemporánea. Lo cual es aún de mayor gravedad si se traduce en una 

práctica habitual. 

Asimismo, se debe considerar que en todos los casos analizados, y en lo que 

constituye una práctica habitual de la municipalidad, siempre se ha violado lo 

dispuesto en los artículos 49  a  52 del ya citado reglamento de la ley de compras 

públicas, en cuanto establece que “sólo cuando concurran las causales establecidas 

en la Ley de Compras o en el artículo 10 del presente reglamento, las entidades 

deberán autorizar el Trato o Contratación Directa, a través de una resolución 

fundada. Además, cada Entidad Licitante deberá acreditar la concurrencia de la 

circunstancia que permite efectuar una adquisición o contratación por Trato o 

Contratación Directa.” 

De igual forma, el artículo 50 ordena que “la Entidad Licitante deberá publicar 

en el Sistema de Información, la resolución fundada que autoriza la procedencia del 

Trato o Contratación Directa, especificando el bien y/o servicio contratado y la 

identificación del proveedor con quien se contrata, a más tardar dentro de un plazo 

de 24 horas desde la dictación de dicha resolución, a menos que el Trato o 

Contratación Directa sea consecuencia del caso establecido en la letra f) del Artículo 

8 de la Ley de Compras. 
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Incluso en las contrataciones o  tratos directos nunca se solicitaron tres 

cotizaciones como lo exige el inciso final del artículo 8° de la ley 19.886, en cuanto 

dispone que “siempre que se contrate por trato o contratación directa se requerirá 

un mínimo de tres cotizaciones previas, salvo que concurran las causales de las letras 

c), d), f) y g) de este artículo” en concordancia con el artículo 51 del reglamento 

citado. 

En consecuencia,  de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 60 letra c) El 

alcalde cesará en su cargo por contravención a las normas sobre probidad 

administrativa, para el caso en análisis, omitir o eludir la propuesta pública o privada 

en los casos que la ley la disponga, todo ello de acuerdo a lo ordenado en el artículo 

9 de la Ley 18.575, reiteración de la práctica y los montos involucrados determinan 

la gravedad de la infracción o contravención al principio de probidad administrativa.  

Sin perjuicio, que también se configura un notable abandono de deberes del alcalde. 

 

D.- No dar respuesta oportuna a los requerimientos de información 

de los concejales. 

La sentencia, en el considerando noveno, da por acreditados los hechos 

invocados. 

Se rechaza el cargo por cuanto “si bien no se dio respuesta dentro del plazo 

de 10 días que reclama el Concejal requirente, no es menos cierto que se dio 

respuesta a sus consultas, las cuales no eran de una entidad tal que fuese de suma 

importancia contestarlas dentro del plazo requerido y que como consecuencia 

amerite acoger este cargo, y aplicar la sanción solicitada, razón por la cual éste 

cargo, también será desestimado”. 

Se encuentran acreditados los hechos, pero el tribunal minimiza su 

trascendencia. 

Es trascendente que el alcalde no cumpla la ley dando respuesta a las 

solicitudes de los concejales, pese a que la ley le da un plazo de quince días -hábiles 

laborales- hay casos en que nunca se ha respondido y otros en los incluso la 

respuesta se recibe un año después.  

En conformidad a lo dispuesto en el artículo 79 letra h) de la ley 18.695, El 

Concejo municipal tendrá la facultad de citar o pedir información, a través del 
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alcalde, a los organismos o funcionarios municipales cuando lo estime necesario para 

pronunciarse sobre las materias de su competencia. 

La facultad de solicitar información la tendrá también cualquier concejal, la 

que deberá formalizarse por escrito al concejo. 

El alcalde estará obligado a responder el informe en un plazo no mayor de 

quince día. 

A su vez el artículo 87 de la ley antes dicha, dispone que todo concejal tiene 

derecho a ser informado plenamente por el alcalde o quien  haga sus veces, de todo 

lo  relacionado con la marcha y funcionamiento de la corporación. Este derecho debe 

ejercerse de manera de no entorpecer la gestión municipal. El alcalde deberá dar 

respuesta en el plazo máximo de quince días, salvo en casos calificados en que aquél 

podrá prorrogarse por un tiempo razonable a criterio del concejo.  

Es entonces que la conducta reiterada del Alcalde, en orden a no contestar 

las solicitudes de información  o realizarla fuera del plazo legal, realizadas por los 

Sr. Concejales de la Municipalidad, sin fundamento alguno, en virtud de las normas 

antes descritas, configura un incumplimiento notable de deberes, razón por la cual 

deberá acogerse el cargo. 

 

E. Pago de intereses por cumplimiento de compromisos fuera de 

plazo, tanto de la Municipalidad como de la Corporación Municipal. 

La sentencia da por acreditado el pago de intereses por pago de compromisos 

fuera de plazo, pero lo minimiza en orden a que sería un cargo menor. 

Al respecto, se encuentra acreditado en autos el  pago de $38.546.930, a 

Fonasa de febrero a diciembre de 2016. 

Además, el Informe Final Nº  834/2017, de 6 de febrero de 2018, acredita 

que del examen de la materia auditada, referida al no pago oportuno de las 

cotizaciones previsionales, generando intereses, reajustes, recargos y gastos de 

cobranza en el año 2016, por un monto total de $ 559.431.202. 

La contravención es grave y ha provocado un perjuicio patrimonial enorme. 

La contraloría construyo, el la página 45 del referido Informe Final, la tabla, 

que detalla los pagos e intereses: 
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Por lo expuesto el cargo debe ser acogido. 

 

III.- CONCLUSIÓN. 

 Como puede apreciarse, según se ha acreditado,  el alcalde de  la I. 

Municipalidad de La Florida, don RODOLFO RAFAEL CARTER FERNÁNDEZ, ha 

incurrido en contravención  grave a  las normas sobre probidad administrativa y, 

además, en  notable abandono de sus deberes. 

En efecto, todos los hechos probados en esta causa, configuran ambas 

causales de remoción de su cargo. 

El principio de probidad administrativa tiene consagración constitucional en el 

artículo 8° de la Carta Fundamental. 

La ley 18.695, en su artículo 40 inciso 3° hace aplicable las normas sobre 

probidad administrativa  a los alcaldes. 

Asimismo, el artículo 60 letra c) de la misma ley, según ya vimos establece 

como causal de remoción del alcalde, la por contravención grave a las normas sobre 

probidad administrativa y por notable abandono de deberes. 

La letra d) del artículo 63 de la ley 18695, le impone al alcalde la obligación 

de “Velar por la observancia del principio de la probidad administrativa dentro del 

municipio y aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia, en 

conformidad con las normas estatutarias que lo rijan” 

El inciso 2° del artículo 3º de la ley 18.575, dispone que “La Administración 

del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, 

coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos 

administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y 

participación ciudadana en la gestión pública, y garantizará la debida autonomía de 
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los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, 

respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, 

en conformidad con la Constitución Política y las leyes”. 

El artículo 52, del mismo cuerpo legal, dispone: 

“Las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que 

sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, 

y los funcionarios de la Administración Pública, sean de planta o a 

contrata, deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad 

administrativa. 

El principio de la probidad administrativa consiste en observar 

una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal 

de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el 

particular. 

Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones 

que determinen la Constitución, las leyes y el párrafo 4° de este Título, 

en su caso.” 

  En el siguiente artículo se establece el concepto de interés general asociado 

a la probidad, en los siguientes términos: “El interés general exige el empleo de 

medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden 

jurídico, una gestión eficiente y eficaz. Se expresa en el recto y correcto ejercicio del 

poder público por parte de las autoridades administrativas; en lo razonable e 

imparcial de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, 

programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de 

los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el cumplimiento de sus 

funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa, en 

conformidad a la ley”. 

 El inciso penúltimo del artículo 60 de la ley 18.695, dispone que “sin perjuicio 

de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de 

deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera 

manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y las demás 

normas que regulan el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que 

una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio 

de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar 

satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá, 
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asimismo, que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en 

forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones 

previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los 

servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de 

ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, y de aquellos servicios 

incorporados a la gestión municipal. El alcalde siempre deberá velar por el cabal 

y oportuno pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios y trabajadores 

señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo 

municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación.” 

 Estamos en presencia de un alcalde que no paga oportunamente las 

cotizaciones previsionales y de salud del personal, no cumple con las obligaciones 

pecuniarias del municipio, pagado intereses por los atrasos en ambos casos 

causando detrimento al patrimonio municipal, no responde los requerimientos de 

información delo concejales,  elude la licitación pública de un modo sistemático y 

reiterado, pacta y paga indemnizaciones a todo evento y por años no trabajados en 

la Corporación Municipal, contrata con recursos municipales a abogados para que lo 

defiendan por los procesos penales seguidos en su contra, no ejerce el control  

jerárquico y la supervigilancia  y supervisión del funcionamiento del municipio.  Todo 

con grave detrimento al patrimonio municipal.  

 Todos estos elementos configuran ambas causales de remoción invocadas:  

contravención  grave a  las normas sobre probidad administrativa y, además, en  

notable abandono de sus deberes. 

PETICIONES CONCRETAS. 

En virtud de lo expuesto y de los agravios sufridos, efectúo las siguientes 

peticiones concretas: 

Que se acoja el recurso de reposición y se acoja el requerimiento de 

remoción del alcalde de la I. Municipalidad de La Florida, don RODOLFO RAFAEL 

CARTER FERNÁNDEZ, ya individualizado, declarando que ha contravenido 

gravemente las normas sobre probidad administrativa y/0 abandonado 

notablemente los deberes inherentes a su cargo; solicitando además se condene a 

la persona nombrada a la inhabilidad para ejercer cualquier cargo público por el 

término de 5 años, removiéndolo de sus funciones y dejando sin efecto el acto 

administrativo que dispuso su proclamación; todo, con expresa declaración de 

condena en costas del recurso y del requerimiento. 
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POR TANTO: 

 En virtud de lo expuesto y lo dispuesto en el artículo 26 de la ley 

18.593, disposiciones legales y reglamentarias citadas, los artículos 10, 11, 12, 13 

14, 15, 16, 17, 18 y siguientes de la ley 18.593, artículos 1, 2, 8, 40, 51, 51 BIS,  

56, 60, 63, 65, 79 y 87 de la ley 18.695; artículos 2, 3, 5, 7, 9, 11, 62 de la ley 

18.575, ley 19.886 y su reglamento y demás normas aplicables, solicito a US. Iltma. 

acoja el recurso de reposición y se acoja el requerimiento de remoción del alcalde 

de la I. Municipalidad de La Florida, don RODOLFO RAFAEL CARTER FERNÁNDEZ, 

ya individualizado, declarando que ha contravenido gravemente las normas sobre 

probidad administrativa y/o abandonado notablemente los deberes inherentes a su 

cargo; solicitando además se condene a la persona nombrada a la inhabilidad para 

ejercer cualquier cargo público por el término de 5 años, removiéndolo de sus 

funciones y dejando sin efecto el acto administrativo que dispuso su proclamación; 

todo, con expresa declaración de condena en costas del recurso y del requerimiento. 

PRIMER OTROSÍ:  En subsidio de lo principal y con los mismos fundamentos de 

hecho y de derecho, los que doy por integra y expresamente reproducidos por 

economía procesal, deduzco recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva 

de autos dictada por este Iltmo. Tribunal Electoral Regional Metropolitano, de 24 de 

septiembre de 2018, notificada personalmente a esta parte con fecha 1 de octubre 

del año en curso, en la que “se rechaza el requerimiento de remoción deducido en 

contra del alcalde de la Municipalidad de La Florida, don Rodolfo Rafael Cárter 

Fernández, sin costas”, con las siguientes PETICIONES CONCRETAS: 

Que sea acogido  a tramitación, se conceda y se eleven los autos al Excmo. 

Tribunal Calificador de Elecciones, para que, conociendo de éste recurso de 

apelación, lo acoja y revoque la resolución recurrida y, en su lugar, acoja el  

requerimiento de remoción del alcalde de la I. Municipalidad de La Florida, don 

RODOLFO RAFAEL CARTER FERNÁNDEZ, ya individualizado, declarando que ha 

contravenido gravemente las normas sobre probidad administrativa y/o abandonado 

notablemente los deberes inherentes a su cargo; solicitando además se condene a 

la persona nombrada a la inhabilidad para ejercer cualquier cargo público por el 

término de 5 años, removiéndolo de sus funciones y dejando sin efecto el acto 

administrativo que dispuso su proclamación; todo, con expresa declaración de 

condena en costas del recurso y del requerimiento. 

solicitando a US. Iltmo. que sea acogido  a tramitación, se conceda, se eleven 

los autos al Excmo. Tribunal Calificador de Elecciones, para que conociendo de éste 
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lo acoja y revoque la resolución recurrida y, en su lugar, acoja el  requerimiento de 

remoción del alcalde de la I. Municipalidad de La Florida, don RODOLFO RAFAEL 

CARTER FERNÁNDEZ, ya individualizado, declarando que ha contravenido 

gravemente las normas sobre probidad administrativa y abandonado notablemente 

los deberes inherentes a su cargo; solicitando además se condene a la persona 

nombrada a la inhabilidad para ejercer cualquier cargo público por el término de 5 

años, removiéndolo de sus funciones y dejando sin efecto el acto administrativo que 

dispuso su proclamación; todo, con expresa declaración de condena en costas del 

recurso y del requerimiento. 

SEGUNDO OTROSÍ: En virtud de lo dispuesto en el número 18 del Auto Acordado 

sobre Funcionamiento y Tramitación de las Causas y Asuntos que Deben 

Sustanciarse ante el Tribunal Calificador de Elecciones, acompaño los siguientes 

documentos: 

a) Requerimientos de información efectuados por escrito en sesiones de Concejo 

Municipal de La Florida, por la Concejala  Marcela Abedrapo, solicitando 

información al alcalde, con su respuesta cuando corresponde,  

b) 14 Actas de sesiones ordinarias del Concejo Municipal de La Florida, 

correspondientes a las  N°s 2, 3, 4, 6, 7, 9, 13, 14, 15, 17, 19, 126, 132 y 

134;  

c) Oficio ORD.3F/N° 004637 09.05.2017, de Roberto Muñoz Bustos, Jefe 

Subdepto. De Gestión de Cotizaciones y Protección Financiera del Fondo 

Nacional de Salud, que adjunta minuta de cotizaciones de la Corporación 

Municipal de La Florida, que arroja el pago de $38.546.930.- en intereses por 

cotizaciones de febrero a diciembre de 2016; y 

d) Requerimientos de información efectuados por escrito en sesiones de Concejo 

Municipal de La Florida, por el Concejal  Nicolás Hurtado Acuña, solicitando 

información al alcalde, con la respuesta cuando corresponda, según el 

siguiente detalle: 

Orden Sesión 

 N° 

Tipo Fecha Referencia Respuesta 

Municipal 

Fecha de 

Respuesta 

1.  2 Ordinario 21/12/2016 Solicita 

información 

sobre 

Encuentros 

Pladeco 

Sí 27/03/2017 
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2.  2 Ordinario 21/12/2016 Solicita 

información 

sobre Directorio 

COMUDEF 

No  

3.  2 Ordinario 21/12/2016 Condominio 

Siete Plazas 

No  

4.  2 Ordinario 21/12/2016 Reja irregular No  

5.  3 Ordinario 28/12/2016 Invitaciones 

a concejales 

No  

6.  3 Ordinario 28/12/2016 Información 

sobre estado 

financiero de la 

COMUDEF y 

cheque 

protestado 

 

No  

7.  3 Ordinario 28/12/2016 Situación de 

colegios 

cerrados 

No  

8.  4 Ordinario 04/01/2007 Solicita 

información  a la 

COMUDEF sobre 

falta de  

insumos en el 

CESFAM Los 

Quillayes 

No  

9.  6 Ordinario 18/01/2007 Solicita 

información al 

municipio y a la 

COMUDEF 

respecto a 

deuda a 

funcionarios  

encargados de 

las ambulancias 

No  

10.  6 Ordinario 18/01/2017 Solicita 

información 

relativa a cierre 

Sí 17/04/2017 
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perimetral 

bosque Panul 

11.  7 Ordinario 01/02/2017 Solicita 

información a 

COMUDEF 

respecto a 

deudas 

 

No  

12.  7 Ordinario 01/02/2017 Solicita 

información 

respecto a 

medidas 

tomadas por el 

municipio 

relativas a la 

torna de la Plaza 

Los Naranjos 

Sí 12/04/2017 

13.  9 Ordinario 28/02/2017 Solicita 

información 

relativa a 

terrenos y su 

propiedad 

No  

14.  13 Ordinario 05/04/2017 Solicita 

información 

Sobre situación 

Colegios 

Municipales  

No Sin 

Respuesta 

15.  14 Ordinario 12/04/2017 Se informe 

respecto a no 

convocación 

sesión 

extraordinaria 

de Concejo 

No Sin 

Respuesta 

16.  15 Ordinario 26/04/2017 Solicita  

información 

sobre Estado 

CESFAM Los 

Quillayes en 

odontología 

si 26/07/2017 
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17.  17 Ordinario 10/05/2017 Solicita informe 

Sobre terrenos 

en que se 

encontraban 

Colegio Cataluña 

y consultas 

anteriores 

No Sin 

Respuesta 

18.  17 Ordinario 10/05/2017 Información 

acerca del 

Estado de obras 

en jardín Infantil 

Barco de Colores 

No Sin 

Respuesta 

19.  19 Ordinario 07/06/2017 Teatro Municipal No Sin 

Respuesta 

20.  20 Ordinario 14/06/2017 Consulta sobre 

retenciones en 

subvenciones de 

MINEDUC 

NO 26/07/2017 

21.  21 Ordinario 21/06/2017 Voltaje en Lo 

Cañas 

No Sin 

Respuesta 

 

TERCER OTROSÍ: Solicito a US. Iltma. tener por acompañada la siguiente 

jurisprudencia judicial y administrativa: 

a) Sentencia del Excmo. Tribunal Calificador de Elecciones, de 15 de mayo de 

2012,  rol 12-2012;  

b) Dictamen N° 21.425 de 25 de marzo de 2014; 

c) Dictamen 63.418 de fecha 18 de Agosto de 2014; 

d) Informe Final Nº N° 834/2017 de la Contraloría General de la República, de 

fecha 6 de febrero de 2018; 

e) Informe Final de la Contraloría General de la República N° 1008 de 2016; 

f) Informe final N° 79 de la Contraloría General de la República de fecha  13 de 

enero de 2014, sobre auditoría al macroproceso adquisiciones y 

abastecimiento en la municipalidad de La Florida;  

g) Informe Final N° 74 /2014 de la Contraloría General de la República, de 19 

de febrero 2015; y 
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h) Informe final N° 635, de  2016, de la Contraloría General de la República. 


